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Asunto: Acción de tutela Nº 2020 – 169 

  Sentencia Primera Instancia 

 

Fecha:  Veintitrés de julio de dos mil veinte 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto Nacional 2591 de 1991 se 

emite sentencia de primer grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Identificación del solicitante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

María Elisa Rojas Díaz, identificada con cédula de ciudadanía No. 20.580.404. 

 

2.- Identificación de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 Num. 2 D. 

2591/91):  

 

a) La actuación es dirigida por la tutelante en contra de: 

 

- Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 

La accionante indica que se trata de los derechos fundamentales de petición, mínimo vital, 

debilidad manifiesta, seguridad social y tercera edad. 

 

4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos:  

 

- Es una persona mayor de 80 años que no tiene medios económicos para 

subsistir, padece osteoartitris degenerativa, disminución de la agudeza visual y 

colecistectomía por pancreatitis aguda. 

- Se encuentra en estado de debilidad manifiesta por la emergencia del COVID-

19, estado de salud. 
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- El 12 de mayo de 2020 con radicación 2020_4803148, solicitó con documentos 

el reconocimiento y pago de pensión de sobrevivientes, acorde los fallos del 

Juzgado Veintiséis Laboral del Circuito de Bogotá (4 de junio de 2019), y 

Tribunal Superior de Bogotá Sala Laboral (6 de marzo de 2020), de lo cual no 

obtuvo respuesta.  

 

b) Petición: Se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, 

que: 

 

- De cumplimiento a los fallos del Juzgado 26 Laboral del Circuito de Bogotá, 

modificado por el Tribunal Superior de Bogotá Sala Laboral del 4 de febrero de 

2020. 

- Sea reconocida y pagada la pensión de sobrevivientes a favor de María Elisa 

Rojas Díaz como compañera permanente de Jorge Acosta Sabogal. 

 

5- Informes: (Art. 19 D.2591/91) 

 

a) Administradora Colombiana de pensiones – Colpensiones. 

 

- Es improcedente la acción de tutela por tener la accionante otros mecanismos 

para ejecutar la sentencia. 

- Debe contar con el término necesario para realizar las operaciones aritméticas, 

para la liquidación de la obligación, por lo que no resulta lógico que se inicie un 

proceso ejecutivo inmediatamente cobra ejecutoria la sentencia, ya que deben 

validar los documentos en atención a la protección de los recursos de la 

seguridad social. 

- Aún se encuentra dentro del término temporal dispuesto en el artículo 307 del 

Código General del Proceso, esto es diez meses. 

 

6.- Pruebas:  

 

Las documentales existentes en el proceso. 

 

7.- Problema jurídico:  
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¿Existe vulneración a los derechos implorados por la tutelante por cuenta de la entidad 

accionada? 

 

8.-Derechos implorados: 

 

- En relación con el derecho de petición, se tiene que el mismo está catalogado como 

fundamental de aplicación inmediata, según el artículo 85 de la Constitución Política y está 

definido en el artículo 23 ibídem como el que tiene toda persona a presentar peticiones a las 

autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. 

 

Es así, que mediante precedente jurisprudencial, la Corte Constitucional ha fijado 

características especiales, que buscan la resolución y protección inmediata de este derecho 

fundamental, donde ha considerado que el núcleo esencial de este derecho reside en la 

resolución pronta y oportuna de la cuestión; En este sentido, esa Corporación ha 

manifestado en varios pronunciamientos como la sentencia T- 377 de 2000 reiterada por la 

sentencia T- 161 de 2011, T-146 de 2012, y más recientemente la T-149 de 2013 y más 

recientemente en pronunciamiento en sentencia T- 139 de 2017 MP  Gloria Stella Ortiz 

Delgado, que indicó: 

 

“…19.- De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política “[t]oda persona 

tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 

general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 

ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales." 

 La Corte ha señalado, en reiteradas oportunidades, que el derecho fundamental de petición 

es esencial para la consecución de los fines del Estado tales como el servicio a la 

comunidad, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución, y la participación de los ciudadanos en las decisiones que los afectan, así 

como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido 

instituidas.[34] 

      20. Asimismo, esta Corporación ha indicado que el derecho de petición se satisface 

cuando concurren los siguientes elementos que constituyen su núcleo esencial[35]: (i) la 

posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las 

autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la 

prontitud y oportunidad de la respuesta, es decir, que se produzca dentro de un plazo 

razonable, que debe ser lo más corto posible[36]; (iii) la emisión de una respuesta clara, 

precisa y de fondo, que supone que la autoridad competente se pronuncie sobre la materia 

propia de la solicitud de manera completa y congruente, es decir sin evasivas, respecto a 

todos y cada uno de los asuntos planteados y (iv) la pronta comunicación de lo decidido al 

peticionario, al margen de que la respuesta sea favorable o no, pues no necesariamente se 

debe acceder a lo pedido[37]…” 

 

- En lo que toca al derecho al mínimo vital, la jurisprudencia lo ha contemplado como un 

presupuesto básico para el efectivo goce y ejercicio de la totalidad de los derechos 

fundamentales, pero que se constituye en un concepto indeterminado que depende de las 
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circunstancias particulares de cada caso particular, al efecto indicó en sentencia T-157 de 

2014: 

“el mínimo vital, considerado éste como aquellos recursos absolutamente imprescindibles 

para solucionar y satisfacer no solamente las necesidades primarias de alimentación y 

vestuario, sino aquellas relacionadas con la salud, educación, vivienda, seguridad social y 

medio ambiente, factores insustituibles para la preservación de calidad de vida”[31].” 

“Bajo esta regla, el mínimo vital es concebido en la jurisprudencia constitucional como un 

concepto indeterminado cuya concreción depende de las circunstancias particulares de 

cada caso[35].  En este sentido, la vulneración del derecho al mínimo vital puede 

establecerse atendiendo a las consecuencias que para la persona tiene la privación de sus 

ingresos laborales en la situación concreta en que se encuentra. 

 Lo anterior conlleva, necesariamente, que el juez constitucional para efectos de otorgar o 

negar el amparo solicitado, en primer lugar, realice una valoración concreta de las 

necesidades básicas de la persona y su entorno familiar y de los recursos necesarios para 

sufragarlas, y, en segundo lugar, determine si el mínimo vital se encuentra amenazado o 

efectivamente lesionado[36].” 

 

- Conforme los hechos objeto de la acción de tutela se advierte que pueden ver afectados 

los derechos a la seguridad social. Resaltando que a través de la sentencia SU-062 de 2010, 

la Corte Constitucional en Sentencia de Unificación, reiteró que el derecho a la seguridad 

social es un derecho fundamental, y como quiera que dentro de este derecho fundamental se 

encuentra el derecho a la pensión,  encuentra su conexidad también con otros derechos 

también de rango Constitucional, por lo que resulta claro que la acción de tutela puede ser 

utilizada para proteger los mismos – Seguridad Social y derecho a la Salud – a fin de 

resguardarlos siempre y cuando se verifiquen, además, los requisitos de procedibilidad de 

este mecanismo procesal. 

  

9.-Procedencia de la acción de tutela para protección del derecho fundamental de 

petición:  

 

a.- Fundamentos de derecho: En materia de derecho de petición la Corte Constitucional ha 

decantado que la protección por acción de tutela de dicha garantía no está sujeta a 

requisitos generales o especiales como lo recuerda en la sentencia T – 451 de 2017 que en 

lo pertinente dice: 

 

“2.2. Subsidiariedad 

 

24. La jurisprudencia de esta Corporación1 ha sido consistente en señalar que cuando se 

trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene 

previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de 

modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone 

de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. 

 
1 Consultar: Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-157-14.htm#_ftn31
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-157-14.htm#_ftn35
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-157-14.htm#_ftn36
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 25. En tal sentido, quien encuentre que la respuesta a su derecho de petición no fue 

producida en debida forma, ni comunicada dentro de los términos que la ley señala, y que en 

esa medida vea afectada esta garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción 

de amparo constitucional”. 

 

b.- Verificación de requisitos generales para el caso concreto: En lo referente a 

legitimación en la causa, se evidencia que el accionante envió solicitud dirigida a la 

Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones. 

 

En el apartado de subsidiariedad se verifica dado que se trata de la protección al derecho 

fundamental de petición que no tiene otro mecanismo de protección, se encuentra 

habilitado para acudir a la acción de tutela para remediar su situación de desamparo, de 

modo que los pedimentos pueden ser elevados al interior de la actuación judicial como se 

verá a continuación. 

 

10.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Normas aplicables: Artículo 23 de la Constitución Política. 

 

b.- Caso concreto:  

 

Revisadas las pretensiones del actor y el devenir de la acción de tutela, advierte el 

Despacho que el objeto principal de la misma y que podría afectar derechos fundamentales, 

es la no contestación al derecho de petición formulado ante la Administradora Colombiana 

de Pensiones. 

 

Correspondía a Colpensiones dar trámite al escrito presentado por la accionada el 12 de 

mayo de 2020 (rad. 2020_4803148). 

 

En auto de fecha trece de julio de dos mil veinte, este estrado judicial de manera taxativa le 

solicitó a la accionada que indicara si había dado respuesta al derecho de petición 

presentado por la accionante el 12 de mayo de 2020. 

 

Administradora Colombiana de Pensiones, en informe presentado con fecha dieciséis de 

julio de dos mil veinte, radicado oficio BZ2020_6844710-1452597, guardó silencio 

respecto de lo solicitado por el Despacho, respecto del escrito de la accionante. 
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El artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, dispone que las entidades accionadas tienen la 

obligación de rendir los informes que les sean solicitados en desarrollo del proceso de tutela 

dentro del plazo otorgado por el juez, por lo que si dicho informe no es rendido dentro del 

término judicial conferido, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano 

la solicitud de amparo, salvo que el funcionario judicial crea conveniente otra averiguación 

previa. Al respecto, esta corporación en la sentencia T- 030 de 2018 señaló: 

 
“El artículo 20 del Decreto-Ley 2591 de 1991 dispone: 

“Artículo 20. Presunción de veracidad. Si el informe no fuere rendido dentro del plazo 

correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo 

que el juez estime necesaria otra averiguación previa.” 

En tal sentido, la norma en cita establece la obligación de las entidades accionadas de 

rendir los informes que les sean solicitados por los jueces constitucionales, de llegarse a 

desatender la orden judicial, o incluso, el término conferido, se tendrán por ciertos los 

hechos y se resolverá de plano la solicitud.2 

5.3.1.2 La presunción de veracidad de los hechos expuestos en la solicitud de amparo fue 

concebida como instrumento para sancionar el desinterés o la negligencia de las entidades 

accionadas y se orienta a obtener la eficacia de los derechos constitucionales 

fundamentales. 3 

En igual sentido, en la sentencia T-250 de 20154, se reiteró por parte de esta Corporación 

que la presunción de veracidad “encuentra sustento en la necesidad de resolver con 

prontitud sobre las acciones de tutela, dado que están de por medio derechos 

fundamentales, y en la obligatoriedad de las providencias judiciales, que no se pueden 

desatender sin consecuencias.”  

 5.3.1.3 Ahora bien, considera la Sala que la presunción de veracidad puede aplicarse ante 

dos escenarios: i) Cuando la autoridad o particular accionado omite completamente dar 

respuesta a la solicitud elevada por el juez constitucional; ii) cuando la autoridad o 

particular da respuesta a la solicitud, pero esta se hace meramente formal, pues en el 

fondo no responde al interrogante planteado por el funcionario judicial.   

5.3.1.4 En el presente caso, la sociedad HSEQ Multiservicios de la Sabana S.A.S., ha 

actuado con desidia frente a los requerimientos efectuados en las respectivas instancias, 

toda vez que pese a estar debidamente notificado del trámite constitucional que se adelante 

en su contra5, ha omitido dar respuesta a los informes requeridos por los jueces; por tal 

razón, se dará aplicación a la presunción de veracidad contenida en el artículo 20 del 

Decreto-Ley 2591 de 1991, y en consecuencia, se tendrán por ciertos los hechos narrados 

en el escrito de tutela.” (Subrayado fuera de texto) 

 

Entonces, la presunción de veracidad es concebida como un instrumento para sancionar el 

desinterés o negligencia de la entidad pública o particular contra quien se ha interpuesto la 

demanda de tutela, en aquellos eventos en los que el juez de la acción requiere 

informaciones6y las entidades o empresas no las rinden dentro del plazo respectivo, 

buscando de esa manera que el trámite constitucional siga su curso, sin verse supeditado a 

la respuesta de las entidades referidas. 

 

 
2 Sentencia T-214 de 2011.  
3 Ibídem.  
4 A su vez citando la sentencia T-644 de 2013.  
5 Folios 26, 57, 73 y 74 del cuaderno de instancia. 
6 Cfr. sentencias T-392 de 1994; T-644 de 2003; T-1213 de 2005; T-848 de 2006, entre otras.. 
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Adicionalmente, la Corte ha establecido que la consagración de esa presunción obedece al 

desarrollo de los principios de inmediatez y celeridad que rigen la acción de tutela y se 

orienta a obtener la eficacia de los derechos constitucionales fundamentales y el 

cumplimiento de los deberes que la Carta Política ha impuesto a las autoridades estatales 

(artículos 2°, 6°, 121, 123 inciso 2° de la Constitución Política).7 

 

Considera procedente este Despacho Judicial que por la conducta omisiva de la accionada 

Colpensiones de no haber indicado dentro del informe rendido, lo preguntado por el 

Despacho respecto del escrito radicado por la accionante con radicado 2020_4803148 del 12 

de mayo de 2020, y al no encontrarse en el presente asunto la respuesta dada por la accionada 

a la accionante, a efectos de valor el acatamiento del nucleó esencial del derecho de 

petición, y en especial el cumplimiento de los requisitos dispuestos por la Corte 

Constitucional citados en el numeral octavo de esta providencia, declarar que es violatoria 

la conducta de la Administradora Colombiana de Pensiones del derecho de petición 

esgrimido, ya que es necesario otorgar una respuesta de fondo, clara y congruente con lo 

pretendido por la petente, por lo cual la omisión sucinta en el presente asunto bajo la 

presunción de veracidad acarrea el incumplimiento de los presupuestos establecidos por la 

norma ut supra para tener por idónea la contestación al derecho de petición. 

 

En los anteriores términos, se concederá el amparo de protección del derecho de petición 

solicitado por la señora María Elisa Rojas Díaz y se ordenará a Colpensiones, que en el 

término que se le conceda, resuelva de fondo la solicitud presentada por la demandante, 

verificando su respectiva notificación. 

 

Se debe precisar, que si la solicitud de la accionante se encontraba en trámite, lo que 

correspondía a la entidad accionada era proceder conforme lo dispuesto en el parágrafo del 

artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, esto es, informar a la señora María Elisa Rojas Díaz los 

motivos por los cuales no podía resolver la petición y señalar el término razonable en el que 

resolverá la petición, teniendo en cuenta los términos dispuestos en el Artículo 2.2.5.1.33. 

del Decreto 1072 de 2015.  

 

Se debe poner de presente que el término contemplado en el artículo 307 del Código 

General del Proceso, indicado por la accionada, no es aplicable respecto del derecho 

 
7 Artículo 19 Decreto 2591 de 1991.. 
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fundamental de petición, que debe ser resuelta en 15 días, acorde lo indicado por la Corte 

Constitucional en sentencia C-951 de 2014, donde determinó: 

 

“En materia de pensiones, esta Corporación fijó plazos distintos a la regla general de 

respuesta de las peticiones. Ello sucedió, porque CAJANAL tenía que responder asuntos de 

gran complejidad y se encontraba en una crisis institucional que le imposibilitaba dar 

respuesta rápida a las solicitudes pensionales. En la Sentencia SU-975 de 2003, la Corte 

Constitucional unificó su jurisprudencia, señalando los términos que tiene la 

administración para dar respuesta a los derechos de petición sobre pensiones, así:  

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de 

reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado 

información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la 

autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, 

reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá 

informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento 

responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya 

interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.  

(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, 

contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación 

analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a 

Cajanal; 

(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y 

pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 

2001. Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de 

las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. 

Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses, respectivamente, amenazan la 

vulneración del derecho a la seguridad social”. 

Cabe resaltar, que esos plazos surgieron de una interpretación de los artículos 19 del 

Decreto 656 de 1994, 4º de la Ley 700 de 2001, 6º y 33 del Código Contencioso 

Administrativo que realizó la Sala Plena de la Corte. La modificación de los tiempos de 

respuesta de las solicitudes pensionales significó que el derecho de petición no se 

vulneraba hasta que esos plazos transcurrieran. En esa materia, la Corte amplió los 

tiempos de resolución de las respuestas de las solicitudes con el fin de que la entidad 

respondiera asuntos de gran complejidad, pese a los problemas administrativos y de 

gestión que adolecía. 

En contraste, en el tránsito de la liquidación del Instituto de Seguros Sociales y la entrada 

en funcionamiento de COLPENSIONES, el juez constitucional se pronunció de forma 

distinta en torno a la grave situación administrativa que implicó el desconocimiento de la 

respuesta de los derechos de petición y de las órdenes de amparo proferidas por los 

juzgados del país8. En el Auto 110 de 2013, la Sala Novena de Revisión no amplió ni 

modificó los plazos de respuesta de las solicitudes que fueron fijados en la citada sentencia 

de unificación. En realidad en el asunto de COLPENSIONES, la Corte suspendió y 

estableció unas reglas para impedir que se ejecutaran las sanciones de desacato por 

vulnerar el derecho de petición, al incumplir el término de respuesta de las solicitudes. En 

este sentido, “la Sala precisa que la decisión que habrá de tomar no excusa la práctica 

inconstitucional en que habrían incurrido el ISS y Colpensiones, al abstenerse de 

responder en término los derechos de petición de sus afiliados y retardar el cumplimiento 

de las sentencias dictadas por los jueces de la República (…)Dentro de ese mismo término 

límite deberá cumplir todas las sentencias dictadas en contra del ISS, pendientes de 

acatamiento, y las que se tomen luego de esta decisión, en las que se ordene responder una 

petición o el reconocimiento de una pensión negada en su momento por la entidad ahora 

en liquidación. Así, mientras no se cumpla dicho plazo, aunque se entenderá vulnerado el 

derecho de petición, se postergará el cumplimiento de la sentencia hasta el 31 de diciembre 

de 2013”9  

 
8 Sentencia T-101 de 2014. 
9 Por eso el auto 110 de 2013 estableció en el numeral primero del resuelve que Disponer con efectos inter comunis que a 

partir de la fecha de proferimiento esta providencia y hasta el 31 de diciembre de 2013, los jueces de la República, al 

momento de resolver las acciones de tutela por violación del derecho de petición de solicitudes radicadas en su momento 

ante el ISS, o contra resoluciones en que el ISS resolvió sobre el reconocimiento de una pensión o, sobre los incidentes de 
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En el Auto 202 de 2013, la Sala Novena de Revisión ordenó que los jueces de tutela deben 

tener como parámetro ante solicitudes de amparo del derecho de petición en materia 

pensional, las directrices establecidas en el Auto 110 de 2013, al momento que intenten 

materializar sus decisiones por medio del trámite de cumplimiento o el incidente de 

desacato. Finalmente, en el Auto 90 de 2014, la Sala referida suspendió las sanciones por 

desacato impuestas al ISS en liquidación. “ 

 

Lo anterior cobra mayor fuerza si se tiene en cuenta que la misma corporación en sentencia 

T-299 de 2018, indicó que se debía respetar la autonomía administrativa: 

 

 “los jueces de tutela, al advertir la vulneración del derecho de petición, deben tan solo 

ordenarles a las autoridades responsables de responder las peticiones formuladas por las o 

los accionantes dar respuesta de fondo en un término perentorio, respetando su autonomía 

administrativa.” 

 

Vale la pena aclarar, que lo indicado en los numerales precedentes no quiere decir que 

responder el derecho de petición implique otorgar lo pedido tal como lo ha sostenido la 

Corte Constitucional, en sentencias como la C-951 de 2014, donde dispuso: 

 

“Ahora bien, en materia de respuesta de fondo a las solicitudes, la Corte ha advertido que 

la resolución de la solicitud no implica otorgar lo pedido por el interesado. Lo anterior, en 

razón de que existe una diferencia entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido, que 

consiste en que: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No 

se decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo 

sobre el reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado ante la administración para la 

adjudicación de un baldío, el registro de una marca, o el pago de una obligación a cargo de 

la administración”[145]. Así, el derecho a lo pedido implica el reconocimiento de un derecho 

o un acto a favor del interesado, es decir el objeto y contenido de la solicitud, la pretensión 

sustantiva.  Por ello, responder el derecho de petición no implica otorgar la materia de la 

solicitud.” 

 

Resulta pertinente indicar que aun cuando en el informe rendido por la accionada, se hizo 

referencia a aspectos como el trámite interno para el cumplimiento del fallo judicial, 

término de cumplimiento, esto no se constituye en cumplimiento del derecho de petición10, 

teniendo en cuenta que el núcleo de este se entiende satisfecho cuando le es contestada la 

 
desacato por tutelas concedidas por acciones u omisiones de la misma entidad, seguirán las siguientes reglas: 1) en los 

casos en que se cumplan las reglas de procedibilidad formal y material de la acción de tutela (SU-975/03 f.j. 3.2.2.), el 

juez concederá la tutela del derecho de petición o el reconocimiento de la pensión, según el caso, pero dispondrá que 

Colpensiones tiene hasta el 31 de diciembre de 2013 para cumplir el fallo de acuerdo al orden de prioridad de que trata 

esta providencia, salvo en el caso de las personas ubicadas en el grupo con prioridad uno, evento en el cual deberá 

acatarse la sentencia dentro del término dispuesto en el numeral segundo de la parte resolutiva de esta providencia y; 2) 

Colpensiones tendrá hasta el 31 de diciembre de 2013 para cumplir las sentencias de tutela que ordenaron la contestación 

de una petición o el reconocimiento de una pensión, por lo que las sanciones por desacato dictadas a la fecha de 

proferimiento de este auto se entenderán suspendidas hasta dicho momento (Supra 30 a 39). 
10Sentencia T-734 de 2010 “El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la 

solicitud conoce su respuesta[5]. Se hace necesario reiterar que no se considera como respuesta al derecho de petición 

aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el titular del derecho fundamental[6].” 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-951-14.htm#_ftn145
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/t-734-10.htm#_ftn5
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/t-734-10.htm#_ftn6
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petición al solicitante11 dentro de un término oportuno y es notificado, lo que no ha 

sucedido en el presente asunto. 

 

Aunado a lo anterior se pone de presente que no es viable al juez constitucional, indicar o 

hacer manifestación alguna sobre el sentido de las decisiones que tomen las entidades 

accionadas, ya que lo fundamental es la verificación de la resolución a las peticiones en 

sentido estricto, teniendo en cuenta que una respuesta es suficiente cuando resuelve 

materialmente la petición pronunciándose de fondo sobre los requerimientos del solicitante, 

sin que la misma deba ser afirmativa o negativa, razón está por la que no es viable ordenar 

a la accionada que dé cumplimiento a los fallos proferidos por el Juzgado Veintiséis 

Laboral del Circuito de Bogotá, la modificación del Tribunal Superior de Bogotá Sala 

Laboral, y el pago de pensión. Sin dejar de lado que para el efecto la accionante cuenta con 

el proceso ejecutivo, donde puede solicitar medidas cautelares. 

 

Lo anterior cobra mayor fuerza si se tiene en cuenta que es respecto de la respuesta que de 

la accionada, que proceden las diferentes acciones que pretenda iniciar la actora, y en el 

caso que la actora no esté de acuerdo con  los actos administrativos que fueran emitidos al 

respecto, bien pude de ser el caso interponer los recursos, y solicitar como medida cautelar 

la suspensión provisional de estos, tal como fue señalado por la Corte Suprema de Justicia 

Sala de Casación Civil en providencia STC15097-2017 del 3 de octubre de 2017 M.P. 

Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, al indicar:: 

 
“Sobre el particular, la Sala ha precisado que:  

…‘por tratarse de actos administrativos, el debate acerca de su legalidad cumple suscitarlo 

ante los Jueces Contencioso Administrativos competentes, a través de las acciones previstas 

en el Código Contencioso Administrativo, de acuerdo con las circunstancias y 

particularidades que, a juicio del interesado, experimentó la situación que generó lo 

resuelto por la administración y que es materia de inconformidad, a fin de generar las 

determinaciones con las cuales se obtenga el restablecimiento del derecho…’. Además, en 

este escenario la interesada puede solicitar como medida cautelar la suspensión provisional 

del acto ilegal, razón por la cual no se justifica la intervención del juez constitucional ni 

siquiera como mecanismo transitorio. Así las cosas, y en vista de que no se cumple el 

requisito de la subsidiariedad, la Corte confirmará…, la decisión de primera instancia que 

resolvió negar el amparo (CSJ STC, 9 dic. 2011, rad. 00330-01; reiterada en CSJ STC, 13 

jul. 2012, rad. 00153-01)”  

 
11 Sentencia T-498 de 1998 tomada de la sentencia C-951 de 2014 ““Lo que la entidad sindicada de violar el derecho de 

petición informe al juez de tutela para justificar la mora en la resolución o para suministrar datos sobre el trámite de 

una solicitud no constituye respuesta al peticionario. El sentido del derecho fundamental en cuestión radica en que sea 

la persona solicitante la que reciba contestación oportuna. Cuanto se haga luego ante el juez de tutela, puesto que 

precisamente tal acción tiene por fundamento la violación del derecho, es ya tardío e inútil, a no ser que se trate de 

probar documentalmente que ya hubo respuesta y que ella se produjo en tiempo, con lo cual se desvirtuaría el cargo 

formulado.“Tener por contestación lo que se informa al juez, en especial si -como en este caso- se está reconociendo por 

el propio ente obligado que todavía no se ha respondido la solicitud, es contraevidente”.( Sentencia T 388 de 1997 MP 

Hernández)[5]” 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1998/t-439-98.htm#_ftn5
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Finalmente, se pone de presente que la Corte Constitucional en providencias como la T-404 

de 2018, indicó que la acción de tutela es procedente para solicitar el cumplimiento de 

sentencias que reconocen pensiones, pero si se afecta el mínimo vital y con éste la dignidad 

humana. 

 

En el caso de marras no se advierte la afectación del mínimo vital teniendo en cuenta lo 

dispuesto por la Corte Constitucional en sentencia T-581 A de 2011, donde determinó que 

para valorar el mínimo vital12 se deben tener en cuenta los aspectos particulares de cada 

caso, como lo son las necesidades de alimentación, vestuario, salud educación vivienda y 

recreación, respecto de lo cual en el presente asunto no se probó siquiera sumariamente, 

que el accionante careciera de estos, ya que respecto de éste aspecto solo se cuenta con las 

manifestaciones de la actora (no tengo medios económicos para subsistir), y al respecto la 

jurisprudencia ha indicado que las afirmaciones de las partes que favorezcan sus intereses 

no tienen valor demostrativo, salvo que estén respaldadas por otro medio probatorio13.  Lo 

anterior resulta ajustado a lo señalado por la Corte Constitucional en lo referente a que, los 

actores no quedan exonerados en las acciones de tutela, de no probar los hechos 

fundamentos de éstas, tal como lo indicó en sentencias T-153 de 2011 y T-620 de 2017: 

 

“No obstante, en virtud del principio de buena fe el actor no queda exonerado de probar los 

hechos , pues “en materia de tutela es deber del juez encontrar probados los hechos dentro de 

las orientaciones del decreto 2591 de 1991 en sus artículos 18 (restablecimiento inmediato si 

hay medio de prueba), 20 (presunción de veracidad si se piden informes y no son rendidos), 21 

(información adicional que pida el juez), 22 ( “El juez, tan pronto llegue al convencimiento 

respecto de la situación litigiosa, podrá proferir fallo, sin necesidad de practicar las pruebas 

solicitadas”)[18]” 

“En efecto, la Corte ha sostenido que quien pretende la protección judicial de un derecho 

fundamental debe demostrar los supuestos fácticos en que funda su pretensión, porque quien 

conoce la manera como se presentaron los hechos y sus consecuencias, es quien padece el 

daño o la amenaza de afectación.14 

Del mismo modo, esta Corporación ha establecido que el amparo es procedente cuando 

existe el hecho cierto, indiscutible y probado de la violación o amenaza del derecho 

fundamental alegado por quien la ejerce. Por consiguiente, el juez no puede conceder la 

protección solicitada simplemente con fundamento en las afirmaciones del demandante. Por 

consiguiente, si los hechos alegados no se prueban de modo claro y convincente, el juez 

debe negar la tutela, pues ésta no tiene justificación.”15 

 

 
12 “El concepto de mínimo vital, de acuerdo con la jurisprudencia, debe ser evaluado desde un punto de vista desde de la 

satisfacción de las necesidades mínimas del individuo, por lo cual es necesario realizar una evaluación de las 

circunstancias de cada caso concreto, haciendo una valoración que se encamine más hacia lo cualitativo que a lo 

cuantitativo, verificándose que quien alega su vulneración tenga las posibilidades de disfrutar de la satisfacción de 

necesidades como la alimentación, el vestuario, la salud, la educación, la vivienda y la recreación, como mecanismos 

para hacer realidad su derecho a la dignidad humana.” 
13Cfr. Cas. Civ. Sentencia de octubre 31 de 2002, exp. 6459. 

14 Ver sentencia T-864 de 1999. M.P. Alejandro Martínez Caballero. 

15 Sentencia T-298 de 1993. M. P. José Gregorio Hernández Galindo. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-153-11.htm#_ftn18
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En los anteriores términos, se concederá parcialmente el amparo solicitado por María Elisa 

Rojas Díaz, para que en el término que se le conceda, la Administradora Colombiana de 

Pensiones – Colpensiones, de respuesta a la petición del accionante. 

 

En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley. 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONCEDER parcialmente la acción de tutela impetrada por María Elisa 

Rojas Díaz, contra Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones que 

en el término de cuarenta y ocho (48) horas contados a partir del recibo de la comunicación 

de este fallo, proceda a dar respuesta de fondo, clara, oportuna y completa a la petición 

radicada ante la entidad el 12 de mayo de 2020 (rad. 2020_4803148). 

 

TERCERO: Negar las demás pretensiones conforme lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

CUARTO: NOTIFICAR lo aquí resuelto a las partes por el medio más expedito y eficaz 

de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991. 

 

QUINTO: REMITIR el expediente a la Honorable Corte Constitucional para eventual 

revisión, en el evento que no se impugne la presente decisión. 

 

NOTIFÍQUESE,   

 

 

CESAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 

©Å╦Ç 

 


